
Libertad de empresa y protección del 
medio ambiente: las aguas minerales 

SUPUESTO DE HECHO 

La Generalitat ha decidido aplicar un 
decreto de medidas urgentes para garan­
tizar que haya recursos disponibles para 
los usos domésticos basta septiembre. 
L'Ag~11cia Cara/a11a de /'Aigua (ACA) 
resuelve con fecha 5 de octubre de 2000 
un expediente por el cual se declara 
sobreexplorada la cuenca del rio Tordera. 
Como consecuencia de dicha declaración 
se impone fuertes limitaciones en el uso 
y aporvecham iento de las aguas. Dentro 
de estas medidas destaca el aviso formu­
lado a los agricultores en el sentido de 
que, si las circunstancias no varían, ten­
drán que reducir el consumo de agua o 
utilizar alternativamente el agua de la 
depuradora. Tal medida se fundamenta 
en la facultad que ostentan, conforme al 
artículo 56. los organismos de la cuenca 
para declarar sobreexplotado un acuífero 
y en In prelación de usos establecida en 
el art ículo 58 de la Ley 29/1 985, de 2 de 
agosto, de aguas. 

La comunidad de regantes de Arbú­
cies, junto con la Unió de Pagesos en­
tiende que la medida es acorde con el 
bajo nivel de precipitaciones registrado 
en la zona, sin embargo. consideran que 
tal limitación debe hacerse extensiva a 
todos los usuarios del acuífero. Por este 
motivo, solicitan que se debe acordar la 
suspensión automática de las extraccicr 
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nes de agua que realizan las empresas 
embotelladoras. mientras las circunstan­
cias climatológicas no vruien. Justifican 
tal petición en el hecho de que las aguas 
utilizadas por el los y la~ ele las empre­
sas embotelladoras son las mismas, por 
lo tanto, todos deberían cumplir la mo­
ratoria impuesta por L 'Agencia Catala­
na de l'Aigua. 

Sin embargo, las empresas embote­
lladoras de agua alegan que su activi­
dad está excluida de la Ley de aguas por 
disposición del artículo 1. .4. Por esta 
razón, entienden que cualquier cambio 
en el contenido de la autorización de ex­
plotación debe ser acordada por el Mi­
nislcrio de lndústria, o en este caso. la 
Dirección General de Energía y Minas. 
Así pues, dichas empresas afinnan que 
no es cierto que las aguas utili1acla' por 
unos y por otros sean la~ misma¡,, ya que 
ellos únicamente se sirven de un tipo 
coucreto de aguas, las minerales. 

El origen del problema se debe a que 
las extracciones de agua, realizadas por 
las empresas embotelladoras, no se ha­
llan sujetas a la Ley de Aguas. Dichas 
explotaciones se rigen por la Ley de Mi­
na~. Por esta razón, no quedan afectadas 
por las limitaciones impuestas por 
L'Agencia Carala11a de I'Aigua, ya que 
la autoridad competente en materia de 
aguas minerales es el Ministerio de in­
dustria o, en el ámbito de la Cataluña, la 11 
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Dirección General de Energía y Minas, 
tal y como dispone la Ley de Minas. 

Tampoco estarán vinculados por la 
declaración de sobrcexplotación acor­
dada conforme la Ley de Aguas ni por 
el orden de prelación de usos estableci­
do en el artfculo 58 de la misma. 

En consecuencia, la Ley de Minas abre 
una vfa, para que determinadas acti­
vidades extractivas o uso~ del acuífero, 
queden al margen de toda actividad de 
control por parte de la Consejería de Me­
dio ambiente. Ellogencrasiruacionescon­
tradictoriascomo laexpuestaenel supues­
to: a pesar de existir declaración de 
sobn:explotación del acuífero, la Ley de 
!>.1inas sigue fomentando su explotación. 

Ante estos hechos se pregunta: ¿por­
qué una parte de los recursos hfdricos 
son regulados por la Ley de Minas y 
otros por la Ley de Aguas?, ¿Por qué 
un mismo recu.-so tiene tratamientos 
jurfdicos tan dispares?, ¿sigue siendo 
adecuado excluir del régimen general las 
agua~ minerales?, ¿porqué el interés de 
las Planta~ Embotelladoras prevalece 
sobre cualquier otro tipo de interés?, 
¿cabría limitar o suspender las activi­
dades extracciones con la final idad de 
proteger el acuífero? 

RAZONAMIENTO JURÍDI· 
co 

E n re.lación a la pregunta de si resul­
ta justificado o adecuado re¡,¡lar la~ 
aguas mineral~ por la ley de minas. 

La Ley 22/1973, de 21 de julio. de 
minas, es una ley anterior a la Constitu­
ción de 1978, por lo tanto, debemos exa­
minar si se adecua a los princ ipios 
informadores y al sistema de fuentes 
previsto en la norma uprcma. En con­
secuencia, el analisis tendrá una doble 
vertiente, formal y material. 

En primer Jugar, para resolver esta 

cuestión, debemos examinar las circuns­
tancias históricas que influyeron en la 
aprobación de la Ley de Minas. Dicho 
texto normativo, tal y como se deduce de 
la propia exposición de motivos, fue apro­
bado con la finalidad de fomentar la acti­
vidad minera: lt1 actualiwción de la le· 
gislaciónminera se evidendó CfJIIW Wfll 

tarea convmieme y provechosa tan promo 
se dispuso de los primeros datos sobre kl 
si¡¡wción real de todos los registros mi­
neros existentes en el país. La comproba­
da inactividad ett grar1 parte de ellos, el 
reconocimiento imuficienle de muchos 
yacimientos, su deficiente aprovecha­
miemoa causa de la utiliztlCÍÓtt de proce­
dimientos y tlcnicas anticuadas, el mi­
nifundismo existeme y otros factores simi­
lares pusieron de relieve la necesidad de 
acometer la revisión, emre otras disposi­
ciones de la Ley de Minas de 19 de Julio 
de 1944, para adaptarln a las variacio­
rtes de orden técnico y ecor1ómico opera­
das en el campo de la minería desde su 
promulgación. Así pues, lo que el legis­
lador pretendía con la nueva regulación 
era y es -en tanto en cuanto dicha ley si­
gue vigente- fomentar el libre ejercicio 
de una actividad empresarial consistente 
en actividades extractivas a fin y efecto 
de que adquieran una papel relevante den­
tro de la economía de nuestro país. Tal 
finalidad se articula mediante mecanis­
mos flcxibili7.adorcs pam la obtención de 
concesiones u autorizaciones, régimenes 
de explotación que carecen. por parte de 
la administración, de control posterior a 
su concesión, protección del empresario 
que desarrolla la actividad, etc. 

Las circunstancias históricas antes 
exotre-<ta< han camhiado <rn<ihlemt'nre 
no tan solo desde el punto de vista eco­
nómico - la actividad minera no es el eje 
de nuestra economía- sinó que los tex­
tos normativos, en estos úl timos tiempos, 
han ido incorporando, como bien jurídi­
co digno de protección, el medio ambien­
te. Así pue.<, la tensión entre la libertad 
de empresa y el derecho al medio am­
biente con ti tuye una opción legislativa 
que actualmente nadie discute. Sin em­
bargo la Ley de Minas de 1973 queda al 
margen de esta disyuntiva dando abso­
luta preponderancia al primero, y que-



dando, en los mejores de los casos, en un 
segundo plano la protección del medio 
ambiente que es, a todas luces, insufi­
ciente en la práctica. 

La ley de Minas, en materia de aguas 
minerales y tennales, adolece de defec­
tos fonnales y materiales que ponen en 
tela de juicio su constitucionalidad. 

Desde el punto de \ista fonnal, la 
Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas 
tiene por objeto regular las actividades 
extractivas sea cual fuere la naturaleza 
de los recursos. Ello se debe a que el 
ámbito de aplicación de la Ley de Minas 
no depende tanto de la naturaleza de los 
recursos, cuanto de la naturaleza y los 
caracteres de la actividad industrial. Tal 
criterio clasificatorio implica que, bajo 
un mismo texto normativo, se regulen un 
conjunto heterogeneo de recursos que no 
guardan más re !ación entre si que la de 
poder ser susceptibles de actividades 
extractivas. Sin embago, los recursos 
naturales no pueden ser tratados de la 
misma fonna, por cuanto cada uno de 
ellos reclama una protección específica 
que atienda a su peculiar naturaleza. De 
la misma fonna entendemos que cada 
categoría debe ser objeto de una regula­
ción unitaria en lugar de parcial. 

En materia de aguas, la exclusión que 
hace la Ley de Aguas a favor de la ley de 
minas, a entender de J. M' QUINTANA 
PETRUS, carece de sentido y vulnera 
prinCipios tales como: el de unidad de 
gestión, tratamiento iDtegral, respeto a la 
unidad de la cuenca hidrográfica, . .. to­
dos ellos principios rectores de la Ley 
29/1985, de 2 de agosto, de aguas. 

A pesar de todo lo expuesto, la vi­
gente Ley de Minas y su reglamento 
regulan los minerales y las aguas mine­
ro medicinales como si de un mismo 
rccur o se trataran. En este sentido, el 
artículo 3 de la Ley dispone que serán 
materias objeto de la Ley: 

J. Los yacimiemos minerales y demás 
recursos geológicos se clasifican, a 
los efecros de esta Ley, en/as siguien­
res Secciones: 

A. Pmerzecen a la misma los de es­
caso valor ecomSmico y comercia­
/izaciñn geográficamente restrin­
gida, así como aquellos cuyo 
aprovechamiento único sea el de 
obrener fragmemos de tomarlo y 
fonna apropiados para su utiliza­
ción directa en obras de infraes­
tructura, constrncción y otros usos 
que no exigen más operaciot~es 

que los de arrat~que, quebrantan­
do y calibrado. 

B. Incluye, con arreglo a las defini­
ciones que esrablece el Capítulo 1 
del Tftulo IV, las aguas minerales, 
las remwles, las estructuras sub­
terrárreas y los yacimientos fonrw­
dos como consecuencia de opera­
ciones reguladas por esta Ley. 

C. Comprende esta sección cuamos 
yacirrzieruos minerales y recursos 
geológicos no están incluidos en 
lt•s anteriores y sean objeto de 
aprovechamiento confonne a esta 
Ley, excepto los incluidos en la 
secciór1 siguiente. 

D. Los carbones, los minerales 
radiacrivos, los recursos geotér­
micos, las rocas bituminosas y 
cualesquiera utro yacimiento.¡ 
minerales o recursos geológicos 
de imerés energético. 

2. Queda juera del ámbito de la presen­
te Ley la extracción ocasional y de 
escasa importancia de recursos mi­
nerales, cualquiera que sea su clasi­
ficación, siempre que se lleve a cabo 
por el propietario de un terreno para 
su uso exclusivo y no exija la aplica­
ción de técnica minera alguna. 

3. Los criterios de valowción precisos 
para configurar lCl Sección A) serán 
fijados medianre Decreto acort:ÚltÜJ 
en Co11sejo de Mimsrros, a propues­
ra del de l11dust ria, previo infonne del 
Mirrisrerio de Economfa y Hacienda. 

Sin embargo, a panir de la CE de 
1978 parece que el legis lador quiere 
romper con la Lradición anterior y dis- 13 



' Articulo 149.1.25 CE. El E:.tado 

tiene competencia e<clusiva sobre 

los siguiemcs materias: ( .. 1 bases 
del régimen minero y energético. 

' Anfeulo 148.1.10 CE. L.'IS Comu­
md:Jrles Autónomo< podcln Mumtr 

compelenctas en lrut Siguientes ma· 
te rias: [ ... ) las agua. minorale» y 

termales. 

14 

Lingue entre el régimen minero (art. 
149.1.25 CE)' y las aguas minerales y 
termales (arl. 148.1. 1 O CE )l. 

El artículo 149 de la CE regula la~ 
competencias exclusivas del Estado, por 
lo tanto debe entenderse que la minería 
es una potestad estatal de carácter exclu­
siva. La ley que desarrolla el precepto 
constitucional, actualtncnte, es la Ley 2'}) 

1973, de Mlnas, pero dicha ley no solo 
regula, como hemos visto, yacimientos 
minemles sino que también sujeta a su 
régimen las aguas minerales y tennales. 

En cambio, según la Constitución, la.s 
aguas minerales y tennales, en tanto en 
cuanto están reguladas en el art.l48.1.10 
CE forman parte del catálogo de com­
petencias asumibles por la Comunidad 
·Autónoma de forma exclusiva. 

Así pues, nos encontr<tmos ante una 
materia, aguas minerales y tennales, en 
la que las comunidades autónomas po­
drán asumir la competencia en ejercicio 
de lo que dispone el artículo 148 CE. A 
pesar de ello, en vit1ud de la prccons­
titucional Ley de Minas. como las aguas 
minerales y termales ent:r:ln dentro del 
ámbito material de dicha ley. pasan a es­
tar, en la práctica, reguladas por el régi­
men del art. 149 CE y no por el del 148 
CE. Ejemplo real de ello es que el a11. 
9. 1.1 6 del Estatuo de Autonomia de Ca­
taluña dice textualmente: la Generalirar 
de Caralwia tiene competencia exclusi­
va sobre las siguientes 1/Uiterias: (16) 
f --- 1 aguas minerales, tennales y subte­
rráneas. Todo ello sin perjuicio de lo es­
tablecido en elmímcro 25 del apanado 
1 del arrfculo 149 de la Consritución. En 

consecuencta parece que, el legtsla<lor 
catalán, intentando salvar la constitu­
cionalidad de la Ley de Minas de 1973, 
lo que en realidad está haciendo es alte­
rar el sistema compctencial previsto en 
la Constitución española de 1978. 

La jurisprudencia del TC ha sido muy 
clara al respecto y explica que en virtud 
del principio de indisponibilidad de las 
competencias constitucionales se impi­
de al legislador estatal, como regla ge­
neral, incidir sobre el sistema de delimi-

tacióncompctencial, salvo que medie una 
previa y expresa habililación constitucio­
nal o estatutaria. Tal habilitación, conte­
nida en el artículo 9.1.16 EAC, ha sido 
posterior a la Ley de Minas con lo cual 
s( que se ha alterado el sistema compe­
tencia! fijado en la Constitución. Es de­
cir, la constitucionalidad de la Ley de 
Minas se ha salvado, a postcriori, gra­
cias al Estatuto de Autonomía de Cata­
luña cuando, en el artículo 9.1. 16, mati­
za la competencia exclusiva de la la 
Generalitat de Cataluña por medio del 
inciso:[ ... ] sinperjrticio dE In estableci­
do en el mímero 25 del apartado 1 del 
an(culo /49 de la Constilrlción. 

Pero el legislador catalán da u u paso 
más en aras a someter las aguas miner.t­
les y tennales al régimen minero. En este 
sentido, realiza, con fecha 23 de enero 
de 2001, un proyecto de decreto sobre el 
prowlimiettt pera la declamci6 i /'auto­
rització de l'aprofiramettt de les aigües 
minero-medicirwls, minera/s, de bro-
1/ador i tennals, la exposición de moti­
vos del cual dice: L'mt(c/e 10.1.5) de 
I'Estawr d'Awonom(a de Cataltmya 
atribueix a la Generalitar el desen­
volupamem legislatiu i /'execució del 
rcgim miner i energ~ric. en elmarc de la 
legislació básica de /'Estar i, si s'escau, 
en els rermes que aquella legislaci6 
estableixi. La pregunta obligada es pues: 
¿por qué no legisla en vit1Ud de la com­
pctenciaque lcotorgacl artículo 148.LJO 
de la Constitución y del artículo 9.Ll6 
de ~u Estatuto de Autonomía? 

Además se ha de tener en cuenta que 
la inclusión de ]as aguas minerales y 
tcnnales dentro de la Ley de Minas es 

unrcarnente una opctón leg•slauva del 
legislador de 1973 que no debe o debe­
ría vincular de manera alguna al consti­
tuyente. Por lo tanto si la propia Cons­
titución ha queJido separar e identificar 
la materia aguas minerales y termales 
como cscindible de la minería carece de 
lógica que se .quiera mantener a toda 
costa tal unidad. 

También constituye criterio inter­
prelalivo del re cuando sienta en tomo 
a la capacidad del legislador estatal para 



dictar normas relativas al ámbito 
competencia! de las comunidades autó­
nomas sea enormemente restrictiva, 
pudiendo condensarse en el siguiente 
tríptico (STC 7611983): 

a) El legislador esraral no puede in­
cidir, con carácter general, en el 
sistema de delimiración de com­
petencias entre el Estndo y las 
Comunidades Autónomas sin una 
expresa previsión constimcional o 
estatmaria. 

b) El legislador tampoco puede die­
lar nonnas que incidan en el sis­
/ema constituci01wl de dútribu­
ción de competencias para ime­
grar hipotéticas lagunas existen­
tes en la Constitución. 

e) Filw/me/1/e ellegislndor no pue­
de incidirindirectamenre en/a de­
limitaci6n de competencias me­
diante la interpretación de los cri­
terios que sirven de base a la mis­
ma. 

En dejiniriva, el principio de indispo­
nibi/idad de comperencias es inataca­
ble, salvo excepciones que han de imer­
prerarse de fomw restricriva; ... ni ran 
si quiera puede verse alterado por la 
voluntaria renu11cia de los emes terri­
toriales a unas determinndas competen­
cias. De esta fonnn, la indisponibilidad 
competencia/ se convierte enwra de las 
mayores garant(as de salvagumda de 
las competencias amonómicas. 

La violación del principio que nos 
ocupa implica la nulidad de ple110 de­
recho de las normas contrarias a los 
preceptos constitucionales y a los que, 
dentro del marco COIIStitucional, se 
hubieren dictado para delimitar las 
competencias, lo que no es sino In con· 
secuencia obligada de la prevalencia del 
"bloque constitucional"'. 

Otra cuestión que puede plantear 
problemas, o cuanto menos dudas, es el 
diferente tratamiento estatut.ario que re­
ci be la materia aguas minerales y 
termales. No todos los Estaruros de A u-

tonomia optan por condicionar su com­
petencia exclusiva, asumida en virtud 
del artfculo 148.1.10 de la Constitución, 
a lo dispuesto en el artfculo 149.1.25 del 
mismo texto legal. Ejemplo de ello es: 

• ESTATUTO DE ARAGÓN. 

Art. 35.1. Corresponde a la Comu­
nidad Autónoma de Aragón la com­
petencia exclusiva en las siguiellles 
materias: 

11. Las proyectos, la constmcción y 
explotación de los aprovechamientos 
hidráulicos, canales y regadfns de in­
terés de la Comunidad Autónoma. 
Aguas minerales, rennales y subte­
rráneas. 
La ordeiUlción de recursos y apmve­
clwmientos hidráulicos, canales y 
regadíos, incluidos los hidroeléctri­
cos, cunndo las aguas discurran fn­
regramente demro del territon·o de 
Aragón. 

• ESTATUTO DE CANARIAS. 

Art. 29. La Comunidad Autónomn de 
úmarias, de acuerdo con/as normas 
del presente Estatuto, tiene compe­
tencia exclusiva en/as sigui emes ma­
terias: 

6. Aprovechamientos hidráulico.f, ca­
nales y regadfos, aguas minerales y 
termales. 

• ESTATUTO DE CASTILLA-LA 
MANCHA. 

El Art. 3l.l. atribuye a la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Man­
cha, competencia exclusiva en: 

g) Proyectos, construcción y explo­
racióll de los aprovechamic111os hi­
dráulicos, canales y regadfos de in­
terés para fa Regiá1r; aguas minera­
les y temrales. 

• ESTATUTO DE LAS ISLAS BA­
LEARES. 

El articulo 1 O, al atribuir a la Comu- 15 
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rúdad competencia e:~.clusiva en ma­
teria de aguas, lo hace en los siguien­
tes témúnos: 

6. Régimen de aguas y aproveclw­
miemos hidráulicos, canales y rega­
dfos. Aguas minerales y tennales. 

Por lo tanto, queda acreditado que el 
legislador estatutario ha desarrollado de 
muy diversa forma la competencia atri­
buida por el artículo 148. 1.1 O de la 
Constitución. No obstante, podríamos 
pensar que, si bien es cierto que la re­
gulación de aguas minerales y termales 
es competenc ia exclusiva de las Comu­
nidades Autónomas, no es menos cieno 
q11e competer1cia exclusiva, vía estatut­
aria, no significa que la competencia 
legislaliva sea ilimitada o absolma a 
favor del gobienro autom5mico; pues 
awonomfa 110 equivale a soberanín, ya 
que incluso las competencias outunómi­
cas exclusivas han de situ(lrSe siempre 
dentro del marco COIIStilllcional ( STC 
69/ 1982, de 23 de noviembre). Por todo 
ello, se podría interpretar que, a pesar 
ele que algunos Estatutos de Amonomla 
no contengan la remisión expresa alar­
tículo 149.1.25 de la Constitución. ésta 
se debe interpretar de forma implícita. 

En definitiva, en una materia asumi­
da como de exclusiva competencia de 
la Comunidad Autónoma, esta puede 
desarrollar una política propia, pero sin 
olvidar que esa opción debe moverse 
dentro de las orientaciones e interven­
ciones básicas y de coordinación que el 
Estado disponga para el sector, en cuan­
to componente esencial del sistema eco­
nómico J,!eneral. 

Pero dicha interpretación tampoco 
está exenta de problemas. Asf pues, si 
la Comurúdad Autónoma debe someter­
se a unas bases estatales, ¿por qué la Ley 
de Aguas de 1985, en su disposición 
adicional tercera, permite que la Comu­
nidad Autónoma de Canarias se rija por 
su legislación propia? 

La disposición adicional tercera dice: 
Esta Ley no producirá efectos derogo­
torios respecto de la legislaci6n que 

ac/1/almellle se aplica en el territorio de 
la Comunidad Amónonra de Canarias, 
que subsitirá en tanto ésta no dicte su 
propia legislación. Serán de aplicación, 
en todo caso, en dicha Comunidad Au­
rónonw, a partir de la entrado en vigor 
de la nueva legislaci6n, los art(culos de 
esta ley que definen el dominio público 
hidráulico estatal y aquellos que supon­
gan una modificación o derogación de 
las disposiciones cometlidas en el Có­
digo civil. 

El núcleo de normas de esta disposi­
ción dejaba subsistente La Ley de Auxi­
lio de 1962 y su Reglamento de 1965, 
pero al amparo de dicha disposición 
adicional tercera el Parlamento de Ca­
narias aprobó la Ley 10/1987 cuyo ob­
jeto principal fue el de declarar de do­
minio público todas la aguas subterrá­
neas y de todo lo relacionado con ellas: 
transporte, distribución y producción 
industrial del agua, etc. En consecuen­
cia, la Comunidad Autonoma de Cana­
rias parece quedar al margen de las ba­
ses o directrices estatales que existen 
sobre esta materia, hecho que hace du­
dar sobre si realemente los gobiernos 
autonómicos estan realmente limitados 
o condicionados por la normativa esta­
tal en relación a aguas minerales y 
tennales. 

En conclusión, serfa aconsejable una 
revisión de la Ley de Minas al amparo 
del sistema de distribución de compe­
tencias fijado en la Consit.itución. La 
fragmentación en el tratamiento legal de 
esta cuestión únicamente propicía el 
caos normativo y la disparidad de regu­
lacione.< seyún sea la Comunidad Autó­
noma que legisle. Así pues, en la prác­
tica lo que sucede es que unas Comuni­
dades están subordinando su competen­
cia a lo establecido en el artículo 
149.1.25 de la Constitución, mientras 
otras, obvfan tal remisión. Por todo ello, 
es cuestionable la legitimidad constitu­
cional de la Ley de Minas. 

Desde el punto de vista material, 
la Constitución Española de 1978 dedi­
ca su art. 45, específica y principalmente 
a la tutela del medio: 

1 

f 

l 

' 



Anfculo 45 de la CE 

J. Todos tienen derecho a disfruwr 
de 1111 medio ambieme adecuodo 
para el desarrollo de la persona, 
as( como el deber de consell'arlo. 

2. Les poderes piÍblicos velarán por 
la utiliwci6n racional de todos los 
recursos naturales co11 el fin de 
pr01eger y mejorar la calidad de 
vida y deJe11der y reslaurllf el me­
dio ambiente, apoyá11dou en la 
i11dispensab/e solidaridad colec­
tiva. 

3. Para quienes violen lo dispuesto 
en el apartado amerior, en/os tér­
minos que la ley fije, se estable­
cerán sa11ciones penales o, e11 su 
caso, admillistrativas, as{ cama la 
obligación de reparar el d01ia 
causada. 

Esta previsión constitucional se 
enmarca dentro del contexto socio­
polftico de la década de los setenta en 
Europa, que introdujo de manera deci­
dida la ya aludida preocupación ecoló­
gica. En este sentido, constituye un hito 
la Conferencia de Estocolmo de Medio 
Ambiente 1972. 

Del texto del art. 45 CE se despren­
den varias ideas rectoras. En primer lu­
gar,la relación de los ciudadanos con el 
medio ambiente se conforma como un 
derecho-<leber; si bien no Uega a confi­
gurar un derecho constitucional suscep­
tible de recurso de amparo. Asimismo, 
y como segunda consecuencia, todos los 
poderes públicos están obligados a ve­
lar por una uti lización racional de los 
rccur.;os naturales. Por ello, ~e ha esti­
mado que la racionalidad de su uso im­
plica la necesidad de planificación por 
parte de la Administración. Ello apare­
ce con claridad en nuevas leyes regula­
doras de los recursos naturales. como el 
artículo primero de la Ley de Aguas. de 
2 de agosto de 1985, donde se parte del 
principio de planificación hidrológica. 
La Ley 2211973, de Minas carece de tal 
planificación, como demuestra la expo­
sición de motivos. La Ley tiene como 

fi nalidad fomentar la actividad minera 
y en este sentido dice: la actualizacióu 
de la legislaci6u minera se evidcnci6 
COliJO una tarea com·enieme y prot'ccho­
sa tan pro1110 se dispu.w de las prime­
ros datos sobre la silllación real de to­
dos los registros mineros existentes en 
ti pa(s. [A comprobada inactividad en 
gran parte de ellos, el rcconocimiemo 
insuficiente de muchos )acimientos, su 
deficiente aprovechamiento a causa de 
la utilización de procedimientos y téc­
nicas{//J/icuadas, el minifimdismo exis­
tente y otros factores similares pusieron 
de relieve la necesidad de acoml'ter la 
revisión, entre otras disposiciones de la 
Ley de Minas de 19 de Julia de 1944, 
para adaptarla a las variacione.t iiP or­
den técnico y econúmicu operadas en 
el campo de la minerfa desde su 
promulgaci6n. Sin embargo, en ningún 
párrafo de la misma, se hace referencia 
a la protección del medio ambiente. 

Los recursos mineros, por su propia 
naturaleza, son limitados y no rcgene­
rablcs, hecbo que supone que su conti­
nuada e~tracción conlleve su agota­
miento, no obstante, la ley no hace re­
ferencia a su carácter perecedero. 

La Constitución espaíiola también 
rc<tliza, en el artículo 45, cuando trata 
de la protección al rnedio ambiente, una 
referencia a la solidaritlad oolecliva. Ello 
significa que la protección del medio 
ambiente implica U!) deber general que 
permite la existencia de sacrificios co­
lectivos en aras a la consecución de esta 
finalidad. La ley 29/1985, de 2 de agos­
to, de aguas refleja claramente el man­
dato constitucional cuando dbponc sis­
temas de protección del medio y urden 
de prelación en la utilización de los re­
cursos naturales: 

Artículo 56. Acuíferos sobreexpw­
Uidos. 

J. El organismo de cuenca compe­
lente, ofdo el Consejo del Agua, po­
drá declarar que los recursos hi­
dráulicos subterráneas de una zona 
están snbreexplotados o tm riesgo de 
estarlo. En es/as zonas el organis- 17 



mo de cuenca, de oficio o a propues- La Ley de Minas, por el contrario, 
la de la comunidad de usuarios u ór- no regula ningún supuesto de suspcn-
gano que la sustil!i:ya, conforme al sión de la autorización por sobre-

f 
apartado 2 del artículo 87, apmba- explotación. Dicho texto normativo se 
rá, en el plazo máximo de dos míos limita a regular, en el artículo 83, las 
desde In declaración, 1111 plan de or- causas por las que se declararan cadu- • 
denaci6n para la recuperación del cadas las autorizaciones de e~plotación 

acuifero o unidad hidrogeológica. de los recursos de la sección A) y B). 
Hasta la aprobación del plan, el or-
ganismo de cuenca podrá establecer 
las limitaciones de extmcción q11e 
sea11 necesarias como medida pre- Artículo 83. Autoriwciones 
ventiva y caurel01: 

Las autoriwciones de explotación de 
El referido plan ordmará el régimen recursn.v de la Sección A) y de apro-
de extracciones para lograr 11110 ex- veclwmiemo de recursos de la Sec-
ploraciñn racional de Los recursos y ción 8) se declararán caducadas: 
podrá establecer la sustitución de las 
captaciones individuales preexis- l. Por remmcia voluntaria del ti tu· 
remes por captaciones comunitarias, lar aceplllda por la Administración. 
tronsjonnándose, en S il caso, los r(-
flllos individ11ales con ms derechos 2. Por falw de pago de los impues-
inlzeremes, en uno colectivo que de- tos mineros que lleve aparejada la 
berá ajustarse a lo dispuesto en el caducidad, segiÍn las disposiciones 
plan de ordenación. que los regulen y enl11jomm que las 

mismas establezcan. 
2. Podrá determinar también ¡Jerí-
metros demro de los cualer nn será 3. Por no comew¡pr los trabajos den-
posible el otorgamienlo de nuevas tro del pla:o de seis meses a contar 
concesiones de aguus subterrá11eas de la fecha de su otorgamiento, o 
a menos que los titulares de las m11es de finalizar las prórrogas que 
preexistentes estén constituidos en se hayan concedido para ello. Tra-
comunidades de usuarios, de acuer- tándose de residuos mineros, el pla-
do COl! lo dispuesto en e/ capftu /o fV zo de comienzo será de 1111 año. 
del Tftu/o W de esra Ley. 

4. Por mamener paraliwdos los tra-
3. Asimismo, a fi11 de proteger las bajos más de seis meses si11 aurori-
aguas subterráneasfreme a los ries- zación de la Delegación Provincial 
gos de contaminación. el organismo correspondiente del Ministerio de 
de cuenca podrá detemtinar períme- Industria. 
tros de protección del acuífero o u ni-
dar/ llir/Wif'N>IIIJ' i r a 1'11 lt>< (IIIP <Prá 5. Por afloramiento del recurso. 
necesaria autori:ación del organis-
mo de c11enca para la nw/izaciónde 6. Por los ~u puestos previstos en los 
obras de infraestrucwra, exrracció11 art(Cfllos de es/a Ley que lleven apu-
de áridos u otras actividades e ins- rejada la caducidad o por el incum-
talaciones que puedan afectarlo. plimiemo de las condiciones impues-

tas, en la amorización o en los pla-
4. Reglamenrariameme se establece- 1/CS de labores anuales cuya inobser-
rá el procedimiento para la decla- vancia estuviese expresameme san-
ración de ac11{/ero sobreexplotado y cionada con la caducidad. 
la determinación de Jos perímetros 

18 
a que se refieren/os apartados ame- A la vista de lo expuesto, se puede 
no res. deducir que la legislación es insuficien-

te para la protección del medio ambiente 



en el sentido que pretende la Constitu­
ción, ya que en ningún momento se 
apuesta por una protección "a priori" de 
los ecosistemas. La sentencia del Tribu­
nal Constitucional 64/1982, de 4 de no­
viembre, entiende que el artículo 45 de 
la Constirución se incluye entre los prin­
cipios de política socinl y económica, 
cuyo reconocimiento, respeto y prvtec­
ción infomrarán la legislación posilivrr, 
la práctica judicial y la actuación de los 
poderes príblicos [ ... ]se excluye la ex­
plotación al máximo de los recursos rw­
turales, el awne/1/o de la producción a 
toda costa, debiendose armonilJJr la uti­
lización racicma/ de esos recursos con 
la prolecci(m de lt1 nilturaleza. 

La ley de Mi nas, se revela, a todas 
luces. insuficiente para garantizar la 
susbsistencia de los recursos naturales 
ya que la adJninistración no podrá sus­
pender las actividades cerno medida 
cautelar, al amparo del texto legal. En 
este sentido es muy significativo el apar­
tado 5 del artículo 83 cuando dice que 
la autorización caducará por agotamien­
to del recurso. Es evidente que no se 
puede mantener ningún derecho sobre 
aquello que ya no existe, así pues, este 
párrafo salvo poner de manifiesto una 
premisa puramente lógica, no tiene nin­
guna otra trascendencia. 

Asimismo, no es sólo necesario que 
los textos legislativos contengan como 
principios informadores la necesidad de 
protección del medio. También es ne­
cesario que tal protección se instru­
mentalice de forma adecuada. La ley de 
Minas, en materia de aguas no ha sido 
demasiado acertada ya que el artículo 
74.3 dispone: 

Cuando se hubieren cortado aguas 
que alimenten manantiales, alumbra­
miemos o aprovechamientos preexis­
lellles de crwlquier naturaleza debida­
mente legalizados, o se perjudicaran ws 
acuíferos, los titulares de la concesión 
estarán obligados a reponer en canti­
dad y calidad las aguas afectadas)\ en 
todo caso, a abonar las correspondien­
tes indemnizllciones por los dmios y 
perjuicios causados con independencia 

de la responrabi/idad penal en que hu­
biermt podido incurril: 

La solución legislativa parece más 
propia de obligaciones y contratos que 
de protección medio ambiental. Con 
todo, parece que el legislador de 1973 
apuesta por una política de transvases, 
ya que reponer en camidad y calidad 
un bien que nosotros no podemos crear 
o fabricar sólo es viable cuando lo tmns­
portamos de otro lugar. 

Otra de la cuestiones que propugna 
la Ley de Minas y que es dificil 
reinterpretar, con v islas a una poli ti ca 
de protección medioambiental. es la re­
lativa al título de explotación. La explo­
tación de los recursos de !a sección 8 ) 
se hallan sometidos al régimen de la 
autori zación. Dicho tínuo de explota­
ción es totalmente contrario a principios 
protectores por cuanto no est.1n sujetas 
a plazo máximo. 

Sin embargo, otros recursos mineros 
dependen, para su utilización. de con­
cesión administrat iva. Su durac ión 
máxima es de treinta años, prorrogables 
hasta un máximo de noventa. Así pues, 
la concesión sería más adecuada, para 
la regulación de unos recursos sobre los 
que nadie puede asegurar su perdurabi­
lidad, que la autorización. 

Hemosdcdestaear, sin embargo. que 
la concesión minera no es el tope máxi­
mo de protección por cuanto no está li­
mitada materialmente. Dicho título de 
explotación confiere a su ti tular el dere­
cho al aprovechamiento de todos los re­
cursos que se encuentren dentm del pe­
rímetro de la misma. Es decir, tiene un 
carácter absoluto y excluyente. Por todo 
ello es dudosa la capacidad protectora de 
los poderes públicos al amparo de la Ley 
de Minas, ya que dicho texto legal tiene 
como finalidad fomentar una actividad 
industrial y articula pocos instrumentos 
que garantizen la supervivencia de las 
materias primas. Ejemplo de ello son las 
consecuencias que se derivan, para cier­
to sector doctrinal, de 1 artículo 2.1 de la 
Ley de Minas: En Cllilllto al dominio de 
las ag•ws, se eswr6 a lo dispuesto en el 19 
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Código Civil y Leyes especiales, sin per­
juicio de lo q11e establece la presente Ley 
en orden a su investigación y aprovecha­
miento. Para GUAITA, el uso, de bienes 
110 consumibles. deja la cosa intacta; 
mientras que, las Minas no se usan, sino 
que se explotan o aprovechan; se les 
arrwu:a, incluso fúicamente, sus frutos 
(las minas son cosas consumibles: toda 
concesión minera estú abocada a tenni­
nar con una pertenencia de dominio pú­
blico, a extinguir una porción de éste). 
1al es, precisameme -concluye el mis­
mo autor- , el pensamiemo del Ce, pam 
el que /m· minas son bie11es de dominio 
público ... que pertenecen privarivamellle 
al Estado, sin ser de uso conuín, y estm1 
del·tinados ... al fomento de la riqueza 
n~cional (artículo 339.2 Ce). 

E~ta es en consecuencia, la idea que 
subyace en las explotaciones de aguas 
mineraJes. Tampoco podemos olvidar 
que la libertad de empresa también es 
un bien jurídico protegido consitu­
cionalmeme, en tanto en cuanto fomen­
tan Ja nqueza nacional. As f. el artículo 
38 de la Consrirución ampara las activi­
dades empresariales cuando dice: 

Se reconoce la libertad de empresa 
en el marco de la economía de men:a­
do. Los poderes ¡níbliro.~ garuntizmz y 
protegen su ejercicio y la defensa de la 
protluclividad, de acuerdo con las exi­
gencias de la economía general y. en su 
caso, de la planificación. 

La actividad desarroll ada por las 
empre~as embotelladoras de agua se in­
sena en las reglas de la economía de 
mercado E<to ,nrctnnrcinn~ inwnrt~n­
res beneficios en terminas económicos. 
pues dichas empresas son muy renta­
bles. En los últimos doce años ha au­
mentado la producción de agua embo­
rell ada hasta llegar a cuadriplicarse. 
Actualmente, la titularidad de las em­
presas embotelladora se halla en ma­
nos de grandes compaiiías. ello tiene treq 

consecuencias destacables: 

• La vinculación con multinaciona­
les permite disponer de una infra­
estrucrura de distribución perfecta-

mente organizada en todo el mun­
do, que facilita la apertura a nue­
vos mercados y que por lo tanto, 
significa un incremento de extrac­
ciones. 

• La proximidad al area metropoli­
tana de Barcelona permite expor­
tar grandes cantidades de agua a 
esta zona, y a las limítrofes, que 
padecen falta de agua potable o con 
gusto a cloro. 

• La actividad extractiva se rije por 
las leyes de la oferta y la demanda, 
así cuanto mayor sea la demanda. 
la empresa será más rentable y 
tendirá al crecimiento. 

Nuestra norma suprema, en el artí­
culo 38, se pronuncia de fonna más de­
cidida e inequívoca que la mayoría de 
los textos de otros países de nuestro en­
torno eo pro de la econonúa de merca­
do. Pensemos que, por ejemplo. la Cons­
titución Italiana (artículo 41) sujeta el 
desarrollo de la iniciativa económica 
privada a que la misma no se oponga a 
la milidad social, y a que no cause da­
ños a la seguridad, la libertad y la dig­
nidad humanas. Y en Alemania, aunque 
la Ley Fundamental de Bonn no contie­
ne un precepto am\logo. la doctrina, 
gencralizadamente, entiende que del ci­
tado texto se desprende un sistema de 
"economía social de mercado". 

En el ámbito de la Unión Europea, la 
política del agua se engloba dentro de otra 
política, la de medio ambiente. Durante 
mucho tiempo, el recurso agua ha sido 
considerado como ilimitado.v renovable 
de forma infinita. Hoy se comprueba que, 
en las zonas de fuerte consumo o en pe­
ríodos de sequía, awnenta de fonna, casi 
incontrolable, el fenómeno de la escasez. 
Esta es pues, la razón porla que los objeti­
vos que persigue la Unión Europea, en 
materia de aguas sean el de fomentar la 
sostenibilidad y uso racional del recurso. 

Las conclusiones, a las que llega el 
Consejo del22 y 23 de junio de 1995, así 
como el Comité de Medio Ambiente del 
Parlamento Europeo son la de solicitar 



una revisión fundamental de la política 
de aguas. Las conclusiones del mencio­
nado Consejo sientan las bases de esta 
nueva política en tomo al agua: favoreci­
miento de un desarrollo sostenible, prin­
cipio de cautela, acción preventiva, re­
paración en origen de los daños medio­
ambientales, elligencia de pago al con­
taminador, necesidad de una directiva­
marco, son algunos de los temas. 

Incidiendo en la misma dirección, el 
Consejo de Ministros, infonnal, celebra· 
do bajo presidencia española en Sevi­
lla, en octubre de 1995, reiteró la nece­
sidad de abordar una nueva política del 
agua estableciendo como mejor forma 
la instauración de una directiva-marco. 
Resultado también de la reunión de Se­
villa es el reforzamiento de los temas 
cuantitativos en la gestión partiendo de 
la base de que ninguna política sobre el 
agua puede tener éxito sin abordar el 
terna de la cantidad. 

Sin embargo, a nivel interno, el le­
gislador español, no ha hecho esfuerzo 
alguno para controlar el volumen de 
extracciones. Por lo tanto, el régimen 
de explotación sigue basándose en la 
autorización o concesión, que como he­
mos dicho, otorga un derecho absoluto 
y exclu)•ente sobre todos los recursos 
objeto de la concesión, que por Jo tanto, 
puede suponer su agotamiento total. 

Otro elemento, en materia de régi­
men de explotación, que pone de relie­
ve las carencias de la ley es que en el 
procedimiento de otorgamiento de títu­
los mineros no rige el principio de con­
currencia competitiva. El procedimien­
to se inicia a instancia de parte y sin trá­
mite de competencia de proyectos, ello 
puede suponer que proyectos que reunan 
unos requisitos legales mínimos se les 
de la autorización correspondiente, por 
cuanto no hay propuesta alternativa. 

Por todo ello, no parece de ningún 
modo justi ficada la exclusión de las 
aguas minerales del régimen general . 
Además, tal como hemos expuesto la 
regulación de dicha materia en la Ley 
de Minas es de dudosa consritucio-

nalidad, tanto desde el punto de vista 
fonnal como material. 

La Ley 28/L985, de 2 de agosto, de 
Aguas. 

La Ley de Aguas, excluye de su ám­
bito de aplicación las aguas minerales y 
tennales. En el articulo 1.4 de la misma, 
se indica que las aguas minerales y 
termales se reg~tlarán por su legislación 
especifica. La solución es distinta a la 
contenida en la Ley de 1879, que en sus 
artículos 15 y 16 establecía directamen­
te que el régimen y titul;uidad de tales 
aguas, cuyo dominio, en principio, se 
adquiere por los mismos medios que las 
aguas superficiales y subterráneas. La 
referencia a la legislación específica, que 
realiza la ley de aguas, se reitera en el 
artículo 1.4 del Reglamento del Domi­
nio Público Hidráulico. 

La razón de este cambio de orienta­
ción constituye una opción de política 
legislativa tornada durante los debates 
parlamentarios. El texto procede, en su 
misma literalidad, del Proyecto presen­
tado por el Gobierno, a pesar de que, el 
contenido del texto, suscitó una gran 
oposición. Se formularon enmiendas 
que tenían por objeto poner de relieve 
la falta de fundamento de la exclusión: 
Las que proponían la supresión de la 
exclusión formulada en el anículo 1.4 
Ley de Aguas, pues debía entenderse 
que las aguas minerales y terma.! es for­
maban pa1te también del ciclo hidro­
lógico. La excepción se fundamentaba 
como consecuencia de un pacto entre el 
entonces MOPU y el MIE para salva­
guardar las funciones de los profesio­
nales correspondientes. Sin embargo, 
entendemos que dicho motivo no pue­
de alegarse como razón suficiente y que 
por lo tanto, las Cortes debían hnber 
superado para conseguir realmente la 
unidad de gestión del recurso (M. R. 
LLAMAS Y E. CUSTODIO). 

Así pues, queda claramente acredi­
tado como las razones que promovie- 21 
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ron la exclusión se asientan en ideas de 
carácter político o burocrático y no en 
la naturaleza de los recursos hidrícos. 
Dicha exclusión ha sido ampliamente 
criticada, no solo por las razones que la 
motivaron, sino a la vista de los presu­
puestos de los que parte la Ley. El man­
tenimiento de la regulación de las aguas 
minerales y termales por la Ley de Mi­
nas ha supuesto desposeer de la debida 
coherencia y apoyatura técnica a la Ley 
de Aguas. Es decir, la exclusión del ar­
tículo 1.4 Ley de Aguas choca front:ll­
mente con los principios en los que se 
inspira: consideración de todas las aguas 
como recurso unitario, integradas todas 
ellas en el ciclo hidrológico (articulo l ); 
unidad de gestión (artículo 13). Por esta 
razón el articulo 1.4 de la Ley de Aguas 
(jeberfa ser declarado nulo de pleno de­
recho. 

La fragmentación de los recursos 
hfdricos ha suscitado abundantes criti­
cas. En este sentido, M.R. LLAMAS y 
E. CUSTODIO, entienden que el prin­
cipio de unidad de ciclo hidrológico es 
indubitable, e insisten en la falta de sen­
tido de la exclusión que la Ley de Aguas 
lleva a cabo. Dichos autores atribuyen 
la cscisión, de las aguas minerales y 
termales. del régimen común a un "pac­
to" entre los Cuerpos de Funcionarios 
del Estado. En el mismo sentido, otros 
autores afirman que las aguas no que­
dan al margen del ciclo hidrológico y, 
consecuentemente. insisten en la idea de 
que carece de sentido la exclusión que 
sanciona la Ley de Aguas. J.M DE LA 
CUÉTARA y F. DELGADO PIQUE­
RAS. 

El dominio de las aguas minerales. 

El artfculo 2.1 Ley de Minas sancio­
na con carácter general que todos los 
yacimientos de origen natural y los de­
más recursos geológicos son bienes de 
dominio público. Ahora bien, el párrafo 
siguicnte. del mismo anfculo, establece 
como excepción a dicha declaración que 
en cuamo al dominio de las aguas, se 

estará a lo dispuesto etr el C6digo civil y 
leyes especiales. La conclusión parece 
clard, la salvedad sólo afecta a las aguas 
minentles y las tennales que, en el artí­
culo 3.1, se clasifican en la Sección B); 
no a las que puedan aparecer en una ex­
plotación ntinera. Son supuestos que hay 
que diferenciar, aunque a veces se entre­
mezclen. 

En el ámbito del derecho civil, el 
problema sobre la naturaleza de las 
aguas minero-medicinales, minero-in­
dustri~Jcs y termales, se resuelve de la 
siguiente forma: en principio, la decla­
ración general de demanialidad alcanza 
a los recursos de la sección B ), pero, 
dichos recursos, son de posible propie­
dad privada según la doctrina y la juris­
prudencia del Tribunal Supremo. El TS 
entiende que el carácter público y pri­
vado de este tipo de recursos conteni­
dos en la sección B) no constituye una 
"antinomia irreductible" (s.23 enero 
1975; ss 22 diciembre 1983 y 17 enero 
1977). A partir de la Ley de Aguas de 
1985, se generalizan las posiciones que 
entienden que son también bienes de 
dominio público. 

Con todo, el carácter público que esta 
agua tienen a partir de la Ley 1985 no 
impide que continúen siendo privadas. 
Ello ~e debe, a que este carácter públi­
co no se puede entender en el sentido 
de que se trate de unos bienes afectos al 
uso público: a diferencia de cuanto su­
cede con las calles, caminos, playas, 
etc., nadie tiene a priori ningún derecho 
de uso sobre ellas (SJO junio 1988), sino 
precisamente son bienes destinados al 
fomento de la riqueza nacional. 

Pero. las minas ofrecen singularida­
des que exigen un régimen peculiar y 
hacen de ellas una propiedad especial. 
Así se denomina a los minerales. al igual 
que a las aguas, en la rúbrica del título 
IV del libro segundo del Ce y, en el mis­
mo sentido, laS 12dc marzo de 1975 se 
refiere, muy expresivamente, al ré¡:imen 
peculiar de esta propiedad especial. 

Tales singularidades radican en su 
impo1tancia econórrúca. acrecentada por 



las recientes crisis energéticas; su ubi­
cación normalmente en el subsuelo, lo 
que hace que en su descubrimiento y 
explotación deban armonizarse intere­
ses diversos, carácter agotable o no re­
novable y escaso en relación con las 
necesidades humanas, por no citar otros 
factores de más reciente consideración, 
como el impacto que en el medio am­
biente producen las labores mineras. 

La jurisprudencia se ha referido ex­
presamente a esto~ principios que pre­
siden la compleja mate1ia de la mine­
rfa (S.8 febrero 1977). Junto a esta sen­
tencia, la de 15 de octubre de 1986 a 
cuyo efecto se agi!izatzlos procedimien­
tos de investigación y explotación y se 
sanciona la izractividad para evitar que 
czspiranteso titulares oficiales 110 lo sean 
solamente enteorfa o en perjuicio de la 
economía 11acional y desde luego con­
cretamcmc de cualquier otra persona 
que pudiera llevar a efecto In explota­
ción o iuvestigación. 

Sin embargo, la interpretación que 
el TC ha hecho del artículo 45 de la CE 
(protección del medio ambiente) (STC 
4 noviembre de 1982) ha declarado la 
uecesidad de compagi11ar en la fomra 
que en cada caso decida el legislador 
competellle la protección de ambos bie· 
11es consitucionales: el medio mnbieme 
y el desarrollo económico, ya c¡ue 110 es 
aceptable ... que exisw wra prioridad 
absoluta del fomemo de la produccitm 
minera frente a la protección de/medio 
ambiente ni la prohibición con carác· 
rer genera/ ... para la protección del 
medio ambieme ... de las actividades 
extractivas ... en una amplia serie de es­
pacios. La STC de 19 de octubre de 
1989 declara que no es inconstitucional 
la prolribiciónlimitacla a unos terrenos 
muy concretos y destinados fimdamen· 
tu/mente a actividades extracrivas 
emrrarcables en/as secciones .4) y 8). 

Asi pues, no se trata de suspender 
tuda actividad minera sino sujetarla a 
unos controles que permitan determinar 
el efecto que tendrá sobre el medio am­
biente. Sin embargo, al amparo de la 
legislación vigente. la administración no 

puede realizar ningún tipo de control 
sobre las explotaciones con lo cual que­
da en saco roto las previsiones que el 
artículo 45 de la Constiruc ión realiza en 
materia de medJO ambiente. La admi­
nistración Pública no puede realizar con­
troles a postcriori. ya que sólo ostenta 
dicha capacidad en el momento de otor· 
gar la autorización de explo!Bción. 

Pon:1ue esta materia queda excluida 
de las facultades atribuidas al Minis­
terio de medio ambiente? 

En el articulado. el capírulo l Título 
11, bajo el nombre de: Realización de 
eswdios, recopilación de datos y pro­
tecci6n del medio ambiellle (art~ 5 y 6 
de la Ley de Minns), sí que parece tcner 
en cuenta tal concepto. Pcw la dcfcns<t 
del medio ambiente apar.:ce desvirtua­
da en el artículo 5 cuando, por un lado 
defiende: el apro1·echamiemo mcional 
de los recursos minerales del pafs pero 
por otro lado, afi rma que será el Minis· 
terio de Industria el encargndo de lijar 
las condiciones de protección del me­
dio ambiente. Ministerio que tiene como 
objetivo primordial garantizar el dcsa· 
rrollo industrial, rigiendose en su actua· 
ción por criterios de beneficio econó· 
mico. Por rodo ello, parece lógico plan· 
tearnos si no serfa más adecuado atri· 
buir la competencia de protección del 
medio ambiente al Ministerio de Medio 
Ambiente, ya que esta es la razón fun· 
cional por laque se creó el mismo. Ade­
más, la Comunidad Autónoma de Cata­
luña atribuye aL' Agencia Catalana de 
L'Aigua (ACA) las competencias en 
materia hidráulica, en tanto en cuanto 
oe trata de una entidad de derecho pú· 
blico adscrita al Departamento de Me· 
dio Ambiente que tiene como objetivo 
!agestión integral del ciclo del agua. En 
este sentido. el m1. 1 ó.2 de la Ley 25/ 
1998 de 21 de diciembre determina que 
serán competencias de la Agencia: 

En /'iimbit de le~· cOiu¡ues inrernes 
de Caralunya, correspon a /'Agencia 
Cara/arra de l'Ai¡; ua elaborar i revisar 
els plans, e/s programes i cls projectes 
lritlro/6gics, i fer-ne el seguiment, ad· 23 
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ministrar i co11trolar els uprofitaments 
!ridráulics i e/s aspectes qua/iratir1s i 
qunmitatius de les aigües ¡ del domini 
públic hidraulic en general, inc/ós 
l 'atorgmnent de les autoritzacio/IS i 
concesstons. 

La posición doctrinal dominante 
considera que las aguas minerales si· 
guen el régimen general de las aguas 
comunes, y por lo tanto también consti· 
tu yen pa1te integrante del dominio pú· 
blico hidráulico. GARRIDO FALLA 
justifica esta afirmación en el hecho que 
requieran concesión o autorización ad­
ministrativa. También defienden esta 
posición R. GAY DE MONTELLA, C. 
MASSÓ ESCOFET Y J.L. VlLLAR 
EZCURRA. Asf pues, en la medida que 
fonnan parte del "dominio público hi­
dráulico en general" y por cuanto se trata 
de una materia competencia de la 
Gencmlitat de Cataluña en virtud del 
artículo 9.16 EAC, deberla ser compe· 
tencia del ACA en lugar del Ministerio 
de Industria u órgano equivalente en la 
Comunidad Autónoma. 

Además esta concepción ha dejado 
de ser una mera posición doctrinal para 
quedar plasmada en los textos legislati· 
vos que ha promulgado la Gcnerali tat 
de Cataluña, en ejercicio de la cornpc· 
tencia asumida en vinud del art. 9.16 
EAC. En concreto es la Ley 6/1999, de 
12 de julio, de ordenación, gestión y 
tributación del agua, la que defiende la 
unidad del ciclo hidrológico y la que 
atribuye las competencias de gestión a 
1' Agencia Catalana de l' Aigua. La ex­
posición de motivos dice textualmente: 
J.:4$AU.r.i.toJ C~u..q,¡Út,l:dj~ /V)t UJ'l 

entidad de derecho príb/ico que se cor1s· 
riruye en la administració11 hidráulica 
1inica de la Genera/ita/, con la firwli­
dad de dar respuesta al objetivo de tra­
tamiento i11tegral del ciclo hidrológico. 
Se ha de garanli'l.ar la gestión imegra­
dora de las aguas que pertenezcan al 
mismo sistema ecológico e hidrológico, 
COII independencia de que se trate de 
aguas supeificiales o subterráneas. A 
su vez, el ru.tículo 3 de la Ley, determi· 
na que los principios básicos que re giran 
en materia de aguas son: 

a.- Unidad de gestión. traramiemo 
integral, econom(a del agua, des· 
centralizaciáli, desconcentracióll, 
coordinación, colaboración y efi· 
cacia. 

b. · Respeto a la unidad de la cuenca 
y subcuenca hidrográfica, de los 
sistemas hidraulicos y del ciclo 
hidrológico 

d.- Compatibilidad de la gestión pú· 
blica del agua con/a orderwción 
de/territorio, la preservación, la 
protecci6n, la mejora y la restau­
ración del medio y de los eco· 
sistemas vinculados al medio 
hrdrico. 

Posteriormente, en el artículo 5, la 
ley considera qt1e la cuenca ltidrográfica 
de la Tordera le será de aplicación esta 
ley. 

Las aguas miner,tles deben conside· 
rarse como recurso.s hidrko.s especia­
les, y por lo tanto, no sometidos al 
régimen general? 

Para que las aguas puedan merecer 
la calificación de "minerales o tennales" 
será preciso que sean calificadas como 
tales en el expediente seguido al efecto, 
en que habrá de ser oído el Ministerio 
de Obras Públicas y Urbanismo, tal y 
como se establece en el artículo 1.4 
RDPH. Asimismo, el artículo 24 de la 
Ley de Minas, impone que: la dcclara­
ritl" de In rmrdidlm de mi, eml de 1111n< 

aguas detemtinadas será requisito pre­
vio para la a111ori::aciót1 de su aprove­
chamiento como ra/es, ... Entendemos 
que si no ostentan la condición de aguas 
minerales o termales entrarán en el ám­
bito de la Ley de Aguas. ya que no ca· 
brá invocar la exclusión recogida en el 
artículo 1.4 de la misma. 

El Real Decreto Legislati vo 1/2001, 
de 20 de julio, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley de Aguas 
(BOE número 176, de 24 de julio), es-



tablccc como principios informadores de minerales. Lo que en 1111 tiempo pudo 
de la Ley, los previstos en los anículos ser 1mn circ111~ftancia extraordinaria de 
14 a 18 de la misma: 1111os manantiales o pozos someros-y en 

pane este carácter e.xrranrrlinario pue-
Artfculo 14. Principios rectores de de estar ligado a lt1 uJ1icacián en cierro 
la gestión e11 materia de aguas. lugar- lroy p11ede ser siwaci6n corrien-

re, ame la octual capacidad de perfora-
El ejercicio de las fimciones del Es- ción de pozos y de instalación de maqui-
tado, m materia de aguas, se some- naria de extracción. 
terá a los siguiemes principios: 
1! Unidud de gesrió11, traramiemo En cuanto a esta agua, al igual que 
i111egral, economfa del agua, desean- las demás subterráneas, fom1an pane del 
cemració11, descenrralización, coor- mismo ciclo hidrológico y consLituycn 
dinació11, eficacia y panicipación rle un recurso uniwrio 4ue debe ser objeto 
los usuarios. de una regulación unitaria. 
2. • Respeto a la unidad ele la cuenca 
hidrográfica, ele los sistemas hidrár1- El Estudio Hidrológico de la Riera 
licos y del ciclo hidrológico. d' Arbúcies dirigido y supervisado por 
3. • Compatibilidad de la gestió11 p1í- Emilio Custodio ( Departamento de In-
blica del agua con la ordenación del gcnicrfa del Terreno de la Universidad 
territorio, la COI!Servación y protec- Politécnica de Cataluña. Barcelona, se-
ción del medio ambie111e y la resta11- tiembre 1993) concluye que, en relación 
ración de la naturaleza. a la cuenca, se lw de consirll'rar la cuen-

ca de la riera d 'A rbiÍcies como uno 
Además, cuando en el artículo 16 de subcuenca del rio Tordera al que le 

la Ley de Aguas habla de cuenca apona, aproximadamellle, el20% de los 
hidrogárafica lo hace con carácter ge- recursos. Cualquier gestión separando 
neral, sin excepcionar de su regulación las subcuencas de la Valle del Tordera 
ninguna parte o tramo. ha de disponer de 1111 organismo que 

penniw lo gestión conjunta de las mis-
Artículo 16. Definición de Cllenca lllliS. Eso es debitln a que lo .1ubdivisión 
hidrográfica. en subcuencas esjictícia, de proceder a 

la subdivisión lo que podrfa pasar es 
A los efectos de la preseme Ley, se que algunos acufferos alriViales podrfan 
entiende por cuenca hidrográfica el quedar desvinculados de sus fuentes de 
territorio en que las aguas fluye ti al alimentación superficiales o subterrá-
mar a través de una red de car1ces neas. 
serundarios que convergen e11 1111 

cauce principal único. /..a cue11r0 Así pues, queda demosLrado que el 
hidrográfica, como unidad de ges- ciclo del agua debe ser objeto de un u-a-
tión del recurso, se considera indi- tamiento unitario en aras a una mejor 
visible. protección del medio. Sin embargo, la 

práctica dista mucho de lo explicado. 
La mayoría de la doctrina opina que Así pues, la~ aguas que ostenten la con-

no existen razones científicas y técnicas dición de mineral o termal quedarán 
que justifiquen la regulación de las aguas excluidas del ámbito de la Ley de 
minerales y tennales en la legislación de Aguas, con lo que se vulnera el princi-
minas, en lugar de la legislación de aguas. pio de tratamiento unitario de los re-
Pues técnicame1lle, grandes vol1ímenes cursos. 
ele aguas subterráneas que tienen 1111a 
composición química resultado de 1111a Este es el supuesto de hecho que se 
evoluciónnonnal, tras un larga recorri- presenta en la zona del Montseny-
do por elterre11o Clllm ambientefísioquí- Guilleries, donde un mismo recurso 

25 ~ 
mico y biológico lógicamellle muy dis- hídrico es objeto de regulación difcren-
timo del extemo, pueden ser calificadas te y por lo tanto, los derecbos u obliga-
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ciones que tienen los tinllarcs de los 
mismos también són muy distintos. 
Todo ello crea un caos normativo que 
permite a ciertas empresas actuar al 
margen de principios de carácter gene­
ral, como lo es la subordinación del in­
terés genera l al interés particular. Toda 
esta realidad, parece poner en duda la 
plena efectividad del anículo 45 de la 
Constitución, en la medida en que la 
uti/izaci6n racional de los recursos na­
turales únicamente parece vincular a 
una parte de la ciudada1úa. En este con­
texto, la Ley de Minas ha propiciado la 
creación ele un paraiso legal que esca­
pa de todo control administrativo. 

Esta situación no sólo ha tenido efec­
tos sobre el rég imen de explotación de 
los recursos, sinó que también ha teni­
do efectos tributarios. As( pues, las em­
presas embotelladoras de agua, en tan­
to en cuanto la Ley 412000, de 26 de 
mayo, de medidas fiscales y adminis­
trativas, que modifica la Ley 611999, de 
12 de j ulio, dispone en el artículo 4 de 
la disposición adicional onceava: se ex­
cluyen del ámbito de aplicació11 de esta 
ley las aguas minerales y termales. Ello 
significa que queden excluidas de pa­
gar el cánon del agua, impuesto que se 
aplica para satisfacer los costes de sa­
neamiento del agua utilizada. Sin em­
bargo, dichas empresas no tienen por­
que pagar el impuesto ya que sólo se 
dedican a la ex tracción y comercia­
lización pero no al consumo. Los efec­
tos prácticos de la exclusión son que 
cualquier vecino de Arbúcies pague, en 
concepto de cánon de agua, más que 
todas las Plantas Embotelladoras que 
~r2."> el~ .la coo~rc~. 

Las cantidades que se pagan en con­
cepto de este cánon no són nada des­
preciables, así los establecimientos in­
dustriales y asimi lados ubicados en la 
Cuenca de la Selva y el Maresme han 
declarado la utilización de 14.272.000 
m3 correspondientes al año 2000. El 
importe que han de satisfacer, en rela­
ció n a l vo lumen declarado es de 
2.040.1 19,33 Euros (338.659.808 pese­
tas). Por el contrario, las empresas 
embotelladoras, han declarado que su 

volumen hídrico explotado ronda los 
958.850 m3, respecto de los cuales no 
han de satisfacer dicho cánon. La cues­
tión que suscitan estas cifras gira en tor­
no a la legalidad o no de una actividad 
empresarial que está comercializando un 
bien de dominio público de primera ne­
cesidad y que además lo hace a un coste 
de producción irrisorio. 

En esta línea cabe destacar la vulne­
ración del principio comunitario de que 
quien COIItamina paga. La declaración 
de acuífero sobrcexplotado ha supuesto 
unos gasto:; económicos importantes para 
la administración, en la medida que para 
garantizar recursos disponibles para usos 
domésticos ha construido una planta 
desalinizadora de agua en el municipio 
de B lanes. Dicha obra ha sido sufragada 
con cargo a los Presupuestos Generales 
del Estado, si u que se obligue a pagar a 
ninguna de las Empresas que se benefi­
cian del agua de la cuenca. 

Por qué no sigue ningun orden de 
preferencias en cuanto a de usos. 

Artículo 60 de la Ley de Aguas. Or­
den de preferencia de usos. 

l. En las concesiones se observará, 
a efectos de su otorgamiemo, el 
orden de preferencia que se esta­
blezca en el Pla11 Hidrológico de 
la cuenca correspondiente, tenien­
do e11 cuenta las exigencias para 
la protección y conservación del 
rt.tJir.ií9 y.w tl!.<?/7!0. 

2. Toda co11cesióll está sujeta a ex­
propiación forzosa, de cmiformi­
dad con lo disptiesto en la legis­
lación general sobre la 111/Jteria, 
a favo r de otro aprovechamiento 
que le preceda según el orden de 
preferen6a establecido en el Plan 
Hidrológico de cuenca. 

3. A falta de dicho orde1t de prefe­
rencia regirá con carácter gene­
ral el siguieme: 



1• i\ba.stecimielllo de población, 
incluyendo e11 su dotación /a ne· 
cesaria para industrias de poco 
consumo de agua si ruadas en los 
núcleos de población y conec· 
todas a la red municipal. 

2• Regadíos y usos agrarios. 

3• Uso.s i11dustriales para produc· 
ció11 de energía eléctrica. 

4• Otro.l uo~os industriales 110 ill· 
cluidos en los apartados a/1/c· 
riores. 

5" Acuicultura. 

6" Usos recreativos. 

7• Novegación y transporre aCIIá· 
tico. 

s• Otros aprovechamientos. 

El orden de prioridades que 
pudiere esrab/ecerse especifi· 
cal/lellle en los Planes Hidro· 
lógicos de cuenca, deberá re.spe· 
tar m todo caso la supremacía del 
uso consignado en el apartado ¡• 
de la precedente emtmeración. 

4. Denrro de cada clase, en caso de 
incompatibilidtuf de liSOS, serán 
preferidas aquellas de mayor mi· 
/idad p1íblica o general, o aquc· 
/las que introduzcan mejoras téc· 
nicas que redunden en 1111 menor 
consumo de agua o en e/ma/1/e· 
nimiento o mejora de .111 calidad. 

La finalidad de este artículo es reac­
cionar contra la escasez. de los recursos 
hidráulicos, que impone establecer un 
orden de preferencia entre los aprove· 
chamientos que se destinan, De modo 
que, cuando no exista agua disponible 
en cantidad suficiente para los distintos 
aprovechamientos, se destine la existen· 
te a aquellos aprovechamientos más 
cualificados desde el punto de vista del 
interés general, sin que se distinga en· 
trc aguas superficiales y subterráneas. 
Unas y otra:; --<lice el preámbulo de la 

Ley de Aguas, en su párrafo tercero­
deben estar subordinadas al imerb ge· 
nera/ y puesras al se1•icio de la Nación. 
Se trara de 1111 recurso -añade-que debe 
estar disponible 110 sólo en la cmrridad 
necesaria sino también COTI la calidad 
precisa, ellfimción de las dirt!crn'ces de 
la planificación económica, de acuer· 
do co11/as previsiones de la ordenación 
rerriroria/ y en la forma que la propia 
di11ámica social demanda. 

Si este es el objetivo perseguido por 
el legislador, ¿por qué excluir las aguas 
minerales de tal regulación? El hecho 
de no tratar unitariamente los rccur os 
hídricos propicfa situaciones paradó· 
gicas como la que se plantea en el su· 
puesto objeto del dictamen. Es llecir, el 
acuífe ro ha sido declarado sobre­
explotado por L' Agencia Catalana de 
1' Aigua y por lo tanto. se estarfa inten· 
tando minimizar sus consecuencias, sin 
embargo la Dirección General d'Energfa 
y Minas puede seguir pennitiendo el uso 
de Jos recursos. Todo ello. no hace más 
que poner de rel ieve la incoherencia del 
sistema. 

Cabria la posibilidad de suspender las 
concesiones de que explotación de OS· 

lenlan las empresas embotelladoras'! 

Teniendo en cuenta todo lo ..:xpucs· 
to y que del supuesto planteado queda 
totalmente acreditada la situación de 
sobreexplotación que padece toda la 
Cuenca del Tordera, ¿podrfa extender· 
se la moratoria. en la utilización de re· 
cursos bídricos, a las empresas embote· 
Hadaras? 

El objetivo perseguido por Jos 
regantes de la Riera d ' Arbúcies y 
L'Agencia Catalana de J' Aigua es me­
jorar la administración de un rc~:urso 
escaso, como es el agua. En el ~u puesto 
que nos ocupa, no hemos de olvidar que 
nos encontramos ante un acuffe ro con 
grave déficit, sobreexplotado y en una 
situación pluviométrica excepcional­
mente seca, parece totalmente justifica· 27 
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do que todos los USUarios de la Riera 
suspendan o l.inúten las extracciones de 
agua. Siendo el agua un recurso único 
sólo cabe su correcta administración y 
su explotación racional a través del es­
tablecimiento de medidas uniformes 
para todos los aprovechamientos, ya 
~t:an a título de propietario, concesio­
nario o mero usuario; pues Jo contrario 
supondría beneficiar a unos en pe~ui­
cio de todos. En este sentido. si al titu­
lar de la concesión de explotación de 
aguas minerales se le permitiese conti­
nuar con las extracciones, no sólo haría 
u su del agua a la que tiene derecho -en 
virtud del título otorgado por la Direc­
ción General de Energía y Minas-, sino 
que se beneficiaría del resto de aguas 
en detrimento de los regantes, cuyo sa­
crificio contribuye, en mayor medida, a 
la perdw-ación del recurso. Los pe~ui­
cios cconónúcos que pueden sufrir los 
regantes, como consecuencia de las 
medidas acordadas por 1' Agencia Cata­
lana de l'Aigua, no tienen coste alguno 
para las empresas embotelladora~. por 
cuanto no se ven compelidos a restrin­
gir las extracciones. 

El TC entiende que las limitaciones 
de uso con el fin de afrontar una situa­
ción de sequJa extraordinaria, no son 
expropiatorias o limitativas de derechos 
adquiridos, sino que se trata de mera 
limitaciones de uso, que delineo el con­
tenido de la propiedad privada y confi­
guran su peculiar estatuto jurídico. Así 
pues, las limitaciones de uso del domi­
nio público hidráulico podrán acordar­
se cuando concurra una siruación de 
sobreexplotación. En conclusión, cabrfu 
instar, por darse todos los requisitos exi­
gJdos por la Junsprudenm. la suspen­
sión de la concesión que pennite la ex­
tracción y envase del agua mineral parn 
su posterior venta, sin necesidad de in­
demnizar. 

La suspensión no daría lugar al na­
cimiento de una obligación de indem­
nizar a cargo de la administrnción pú­
blica. por cuanto el perjuicio causado 
no es antijurídico. El Tribunal Consti­
tucional ha declarado que cuando el 
particular viene obligado a soportar el 

daño, no existe responsabilidad patrimo­
nial para la Administración. Siendo los 
recursos hidrául icos limitados y estan­
do sobreexplotado el acuífero, la Admi­
nistración debe actuar limitando su uso 
con el fm de garantizar la efectiva pro­
tección del medio ambiente. 

CONCLUSIONES 

A la vista del presente dictamen se 
pueden suspender las extracciones de 
agua realizadas por las empresas 
cmbotelladorns sin que deba satisfacer­
se, por pa11e de la administración, que 
acuerde la medida. ninguna indemni­
zación por daños y pc1juicios. 

La morntoria impuesta por L' Agen­
cia Catalana de 1' Aigua se fundamenta 
en la idea de que todos los usuarios de 
la cuenca hidrográfica deben estar cons­
treñidos por las decisiones que, en cada 
momento, tome la administración com­
petente a fin y efecto de ofrecer una pro­
tección adecuada a los recursos natura­
les. Ello significa que las normas jurí­
dicas se han de acomodar a las necesi­
dades del momento. De lo contrario, 
estaríamos encomendado al legislador, 
no sólo la tarea de nonnalivizar la re<tli­
dad con la finalidad de proteger unos 
determinados bienes jurídicos, sino que 
también le impondríamos la tarea de 
creación de los mismos. Es decir, si la 
naturaleza es incapaz de producir unos 
determinados recursos, el legislador no 
puede seguir otorgando derechos sobre 
unos bienes que no existen, a no ser que 
sea el m1smo qu1en les de VIda. 

El legislador post-constitucional ba 
optado por con iderarel medio ambiente 
como un bien jurídico digno de protec­
ción. Ello signilica que los poderes pú­
blicos han de efectuar una planificación 
con la linalidad de asegurar la perdura­
bilidad de los recursos naturnles. Este 
argumento, que se desprende del texto 
constinicional y de la jurisprudencia del 
Tribunal Constitucional, nos permite 
afinnar la inconstitucionalidad de la Ley 



de :Vlinas en materia de aguas minera­
les, ya que el legislador de 1973 no re­
gula ninguna forma de planificación 
para garantizar la protección de los re­
cursos. Así pues, no se trata de entrar a 
discutir si la protección es adecuada o 
no, sino que, en tanto en cuanto el texto 
legal carece de tal planificación, se es­
tán lesionando los derechos de los de­
más usuarios de la cuenca. 

En el caso que nos ocupa, la situa­
ción de extraordinaria de sequía hace 
necesaria la actuación de los poderes 
públicos. Dicha actuación debe ser glo­
bal y unitaria, sin que puedajustifiearse 
la exclusión de las aguas minerales del 
régimen general, ya que el ciclo hidro­
lógico no puede estar sujeto a una regu­
lación parcial o fragmentada. La regu­
lación de las aguas minerales fuera de 
la regulación general introduce un ele­
mento de discriminación en la utiliza­
ción del dominio público. Así pues, se 
están beneficiando las activ idades 
extractivas realizadas por las empresas 
embotelladoras -en la medida en que no 
están sujetas a ninguna limitación- en 
pc~uicio de los agricultores y ganade­
ros. Ello no debería ser así si lo que se 
pretende es proteger el acuífero. Es más, 
en el supuesto de que se ruviera que in­
troducir, en la legislación, algún elemen­
to discriminatorio debería favorecer a 
los agricultores o ganaderos, por cuan­
to tal y como demuestra el estudio rea­
lizado por EDUARDO CUSTODIO: los 
liSOS ogrfcolas penniten que parte del 
volumen de ag11a 11tili::odo rerome a la 
c11enca [ ... /debido a wr proceso de fil­
tración. Por todo ello, entendemos que 
la protección desmesurada que otorga 
la Ley de Minas a las empresas embo­
telladoras carece de justificación jurí­
dica y ténica. 

Junto a esta razón, hemos de poner 
de manifiesto la posible inconstitu­
cionalidad de la Ley de Minas, tanto 
desde el punto de vista formal como 
material. Por esta razón, en caso de que 
las empresas embotellador.ts defiendan 
la aplicación, a sus actividades, de la Ley 
de Minas, el órgano jurisdiccional que 
conozca del litigio debería inaplicar la 

Ley. Tal afJ.flllación se justifica en el 
hecho de que la Ley de Minas es una 
ley ordinaria. que contradice desde el 
punto de vista fo rmal y material, en 
materia de aguas minerales, la Consti­
tución de 1978. por lo tanto d Juez está 
legitimado paro in aplicar la ley y por lo 
tanto extender la moratoria de r Agencia 
Catalana de 1' Aigua. 
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